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«El inmenso error está en aplicar una ametralladora contra las pulgas. El jurado es una institución contra los grandes crímenes, pero jamás para librar a los gobiernos de la crítica».


			Mariano H. Cornejo


			«Nuestros jurados de imprenta, frecuentemente convertidos en instrumentos de partido, han desacreditado la institución».


			José Silva Santisteban


			«¿Por qué autorizar la injerencia del clero en cosas de imprenta? ¿Por qué reconocer en el Código Penal delitos y faltas contra la religión? Si castigamos al filósofo que en sus disquisiciones no se conforma con el catecismo de perseverancia, ¿por qué no castigamos también el teólogo que en sus panegíricos infringe el arte de hablar? Pecado contra pecado, tanto vale ofender el dogma como quebrantar las reglas del buen decir. Establézcase, pues, jurados mixtos; y si un obispo denuncia un folleto contra la pureza de María, que un literato denuncie una pastoral contra la gramática».


			Manuel González Prada


			«Los imbéciles de la burguesía que pronuncian las palabras inmoralidad, moralidad en el arte y demás tonterías me recuerdan a Louise Villedie, una puta de a cinco francos, que una vez me acompañó al Louvre donde ella nunca había estado y empezó a sonrojarse y a taparse la cara. Tirándome a cada momento de la manga, me preguntaba ante las estatuas y cuadros inmortales como podían exhibirse públicamente semejantes indecencias».


			Charles Baudelaire


		




		

			Prólogo


			Vivimos tiempos en los que el acceso a la información se ha hecho mucho más fácil; pero, simultáneamiente, la calidad de esa información se resiente por la manera en que las cadenas de noticias, las grandes firmas que controlan las redes sociales y el poder político y económico ejercen su influencia para manipular dicha información. Son los tiempos de la postverdad y las fake news; pero también vivimos tiempos en los que otro tipo de amenaza a las libertades de expresión e información se cierne sobre nuestras sociedades: la censura. Bajo distintos tipos de regímenes —democráticos o autoritarios— se prohiben libros que «distorsionan» el pasado, se atenta contra publicaciones satíricas por «faltar el respeto» a símbolos religiosos, se encarcela a cantantes y compositores por escribir letras «difamatorias» contra el poder político o se clausuran exposiciones de arte por contener materiales «subversivos». Nada de esto es nuevo, naturalmente; pero, luego de algunas (pocas) décadas durante las cuales el mundo parecía encaminarse hacia una ampliación de las fronteras de la libertad, hemos entrado en un periodo de retroceso que parece acentuarse día a día.


			El ejercicio o la amenaza de la censura ha sido una constante a lo largo de la historia y, de una u otra manera, ha sido utilizada para acallar voces incómodas o disconformes y para intentar imponer una ortodoxia religiosa, cultural o política. Sus métodos y sus niveles de eficacia han sido muy variados, pero sus efectos fueron siempre perniciosos. Hace solo unas semanas, en Francia, se produjo un intenso debate en torno al proyecto de publicar los panfletos antisemitas del escritor Louis-Ferdinand Céline. La prestigiosa editorial Gallimard, que había anunciado la publicación de esos textos, optó finalmente por desistir del proyecto, pese a que estrictamente hablando nada se lo prohibía. Esta decisión —a mi juicio, un serio error— sienta un pésimo precedente y hace temer que, en el futuro, incluso en las sociedades más libres y tolerantes, la publicación de libros o escritos que puedan considerarse ofensivos para ciertas personas o colectividades sea efectivamente bloqueada y, con ello, la censura termine imponiendo su lógica.


			En el Perú republicano, el ejercicio de la libertad de expresión siempre estuvo condicionado por las contradicciones propias de una sociedad desigual, jerárquica y conflictiva. El poder político, económico y religioso intervino con frecuencia en la regulación, cuando no en el intento de supresión, del ejercicio de esa libertad, y no todos los ciudadanos pudieron ejercerla a plenitud. Al mismo tiempo, usando distintos tipos de medios impresos (volantes, panfletos, libros, periódicos) los ciudadanos y sus organizaciones trataron de hacer escuchar sus voces para ventilar todo tipo de asuntos, desde los más altos problemas de Estado hasta los sucesos cotidianos y privados de la gente de a pie. La lucha por expandir los límites de la libertad y consolidar espacios democráticos en el Perú ha tenido como protagonista central, al igual que en tantas otras sociedades, a la palabra impresa.


			La libertad de expresión debe convivir con el respeto al derecho ajeno. La libertad de un individuo, se dice, termina donde empieza la del otro. Pero, ¿quién determina dónde se ubica exactamente ese límite? En una sociedad democrática regida por un Estado de derecho, es la ley la que regula esa dinámica; pero bien sabemos que las leyes no son siempre expresión de las necesidades colectivas o de la equidad en las relaciones humanas. Por tanto, la delicada relación entre libertad y regulación se convierte en un terreno de negociación y disputa en el que las respuestas definitivas y consensuales resultan imposibles de alcanzar.


			Una de las instituciones que durante un siglo intentó ejercer esa regulación en el Perú fue el jurado de imprenta, que es el objeto de estudio de este exhaustivo trabajo de Carlos Ramos, el más importante historiador del derecho que ha producido nuestro país. A él le debemos una obra de dimensiones imponentes, tanto en cantidad como en calidad, sobre la historia de los códigos, las instituciones y los personajes que han regulado la práctica del derecho en nuestro país. En este nuevo libro, Ramos Núñez ilumina el accionar de una institución que, sorprendentemente, no había recibido hasta ahora la atención que se merece.


			Creado en los albores de la república, el jurado de imprenta obedeció, paradójicamente, a un impulso democratizador: los asuntos relacionados con la libertad de imprenta no podían ser puestos solamente en manos de tribunales y jueces; sino que —pensaron los legisladores— debían involucrar a la ciudadanía a través de la más democrática  de las instituciones encargadas de impartir justicia: el jurado. Resulta curioso constatar que, si bien el jurado nunca pudo establecerse en el país para el fuero criminal —pese a que hubo más de un intento—, sí se utilizó para dirimir asuntos relacionados con la libertad de imprenta, aun si solo se usaba para determinar la procedencia o no del juicio, pues el veredicto final sobre cada caso estaba, en última instancia, en manos del juez.


			El jurado de imprenta, tal como nos explica Carlos Ramos, estuvo abocado en lo sustancial a procesar casos de delitos de imprenta que podemos considerar comunes, en oposición a aquellos de naturaleza claramente política. Estos últimos constituyeron solo una pequeña fracción del total de casos existentes. Ciudadanos ordinarios que veían sus derechos y su honor afectados por alguna publicación recurrían al jurado de imprenta para intentar obtener justicia y castigar conductas contrarias a la convivencia y el respeto mutuo. La gran mayoría de casos se refiere a expresiones consideradas falsas, insultantes o deshonrosas y, a través del recurso al jurado de imprenta, sus víctimas trataban de restablecer la verdad y su honorabilidad personal. Los numerosos casos que el autor presenta con lujo de detalles permiten apreciar la amplia variedad de razones por las que ciudadanos de distintos estratos sociales acudían al jurado de imprenta. Entre quienes iniciaron o fueron objeto de una demanda ante dicho jurado encontramos a personajes virtualmente desconocidos pero también a otros tan destacados como Ricardo Palma, Nicolás de Piérola, Manuel Atanasio Fuentes, Enrique López Albújar y Víctor Larco Herrera, por mencionar solo algunos nombres.


			¿Cuál fue el impacto que tuvo el jurado de imprenta sobre la cultura, la política y la convivencia democrática del Perú durante su primer siglo de vida republicana? A juzgar por las dificultades para implementarse y el alto número de casos que permanecieron sin resolverse, podría decirse que fue muy limitado. Pese a ello, no estuvo exento de críticas (Manuel Atanasio Fuentes lo llamó «máquina trituradora del libre pensamiento») y en muchos casos se usó para intentar efectivamente cercenar la libertad de expresión. Al mismo tiempo, fue un recurso al alcance de los ciudadanos que buscaban hacer respetar sus derechos frente al insulto o la mentira. Nos queda la impresión de que, si bien no fue una institución que sirviera para garantizar el pleno ejercicio de la libertad de expresión, tampoco puede ser considerada una maquinaria totalitaria de censura. Hubo quienes, de hecho, la consideraron totalmente innecesaria. En todo caso, como dice Ramos, el jurado de imprenta fue concebido como una especie de «termómetro moral» de la sociedad, con todos los riesgos, excesos y limitaciones que eso implica.


			Estamos frente a un libro que, si bien reconstruye procesos y debates que se iniciaron hace casi doscientos años, tiene mucho que decirnos sobre el presente y el futuro de las relaciones entre los individuos y las sociedades y entre el ejercicio de la libertad y los intentos por suprimirla. Las amenazas contra las libertades son una realidad permanente. La censura (y su correlato más pérfido, la autocensura) es un riesgo permanente en manos de poderes que, bajo excusas de carácter religioso, moral, cultural o de otro tipo, buscan suprimir la disidencia, la creatividad y la crítica. La principal lección de este exhaustivo estudio radica en la convicción que el autor logra trasmitir de que el ejercicio de la libertad de expresión, si bien debe estar regulado por la ley, es y debe ser siempre un derecho inalienable de nuestra condición ciudadana.


			Carlos Aguirre


			Universidad de Oregon


		




		

			Presentación


			Profano/na: «Que carece de conocimientos y autoridad en una materia». Solo a partir de la segunda mitad del siglo XIX, los diccionarios de la Real Academia Española incorporaron esta acepción a un término que, hasta entonces, había estado marcado por significados con una fuerte carga negativa: profano era lo opuesto a sagrado, lo que no respetaba las reverencias debidas a las cosas sagradas, lo libertino, deshonesto etc. Sin perder estas denotaciones, la incorporación de una referencia más o menos neutra a la carencia de conocimientos sobre una materia venía a reflejar, con cierto retardo, un aspecto crucial de las profundas transformaciones experimentadas en el orden de los saberes (y los poderes), en la cultura occidental entre finales del XVIII y mediados del siglo XIX. El canon lexical reflejaba así, en parte, el desenlace de un proceso de secularización y desacralización que afectó todos los campos de la cultura en Occidente.


			En dicho contexto, el saber jurídico de la tradición romano-canónica, que durante siglos se había sostenido sobre una comprensión sacralizada del mundo y la política —y que incluso se había figurado a sí mismo como una disciplina de lo sagrado—, se convirtió en blanco preferido de las críticas del pensamiento ilustrado. En este nuevo escenario, lo profano podía tener un sentido positivo: podía reflejar la libertad de quien no estaba contaminado por las oscuras tribulaciones de una ciencia cuya autoridad había comenzado a caducar. «¡Dichosa la nación donde las leyes no fuesen una ciencia!», exclamaba el marqués de Beccaria, ponderando las ventajas del juicio entre iguales, del juicio basado en el «simple y ordinario buen sentido, menos falaz que el saber de un juez acostumbrado a querer encontrar reos, y que todo lo reduce a un sistema de antojo recibido de sus estudios» (De los delitos y las penas, cap. XIV).


			He ahí la clave para comprender cómo la condición de profano podía convertirse en una loable cualidad a la hora de interpelar una ciencia identificada con las formas de opresión de un régimen que, unos años más tarde, los revolucionarios franceses llamarían simplemente «l’ancien régime». En su afán por iluminar el sentido común obturado por siglos de saberes dogmáticos, los ilustrados encontraron en una institución medieval inglesa el paradigma del juicio entre iguales. Así fue como el juicio por jurados, que acababa de adquirir también un valor determinante entre las reivindicaciones de los colonos norteamericanos en el preludio de su independencia, se convirtió en un ícono del reformismo iluminista y se difundió, tras la revolución francesa, por el nuevo derecho continental. En este marco, la expresión que intitula esta obra («justicia profana») cobró su particular sentido; una calificación que en otros tiempos hubiera resultado condenatoria, aparecía ahora como arquetipo de un sentido común, de una opinión común, que vendría a destronar la antigua comunis opinium doctorum.


			Pero la veneración hacia al sistema de jurados no obedecía solo a un cambio de perspectiva sobre el modo de garantizar un juicio justo. El jurado venía a introducir una cuota de representación política, nuevo pilar de legitimación para un orden desacralizado, en el ámbito de la justicia. La sustitución de unos fundamentos trascendentes por otros basados en la voluntad común puso en primer plano la necesidad de asegurar la libertad de opinión y expresión. El «tribunal de la opinión pública» se convirtió en el baluarte y reaseguro del buen funcionamiento de ese nuevo orden fundado en la voluntad concurrente de los ciudadanos a través de la representación política. Aquí también Inglaterra marcó el camino, siendo la primera monarquía europea en derogar la censura previa para la prensa (1695) y habilitando, un siglo más tarde, el juicio por jurado para los delitos de imprenta (1792). Este último giro, como bien lo ilustra el presente libro de Ramos Núñez, resultó fundamental para la historia de la libertad de imprenta.


			Dicho giro significó también la adaptación del juicio por jurados a una función diferente de la que históricamente había desempeñado en el derecho inglés. Cobró así una especificidad que sentaría las bases para una institución relativamente autónoma: el jurado de imprenta, cuya relevancia se incrementaría tras las revoluciones que marcarían el fin del ancien régime en el resto de Europa. Resulta así plenamente justificado, a nuestro juicio, el criterio asumido por el autor de abordar la historia de esta institución en particular, prometiendo para otro libro el tratamiento del jurado criminal. Ambos tipos se difundieron con suerte dispar, tras la crisis de 1808 y la irrupción del constitucionalismo en el mundo hispano. En este horizonte, el jurado de imprenta terminaría integrándose en diseños constitucionales que, no obstante incorporar un nuevo lenguaje sobre el poder y los derechos, conservaban, en parte, la sacralidad del mundo al asegurar una protección especial a la religión católica como fundamento del orden social.


			No ha de extrañar entonces que, en ese tipo de contextos, las leyes sobre el jurado de imprenta despuntaran también ciertos «afanes controlistas incompatibles con la libertad de prensa», como nos sugiere aquí Ramos Núñez para el caso de Perú. Con esas peculiaridades, la obra nos revela la asombrosa trayectoria de una institución que, siguiendo el modelo español de 1820, fue instaurada en 1823 en el Perú y se mantuvo vigente por más de un siglo. Si bien sabemos, por numerosos trabajos, que el juicio por jurados se prodigó con fruición en proyectos y textos constitucionales sancionados en el antiguo orbe hispano desde el comienzo del siglo XIX, son muy pocos los estudios que hayan demostrado su puesta en vigencia y, especialmente, su consistente funcionamiento durante tanto tiempo.


			De acuerdo con aquella peculiar configuración, el tema central del libro se estructura a partir del tópico de la imprenta y la censura, para analizar luego la ley peruana sobre jurado de imprenta de 1823, su funcionamiento en Lima y en las provincias. El análisis de la ley es acompañado por constantes referencias a las opiniones de los juristas, expresadas en tesis doctorales y obras de doctrina. A todo ello se agrega una notable colección de casos de jurisprudencia. Con estos elementos, el relato histórico adquiere un especial dinamismo, explorando con rigor los matices, tensiones y contracaras de una institución a la vez singular y polifacética. Con la prudencia y sabiduría que lo caracteriza, Ramos Núñez sabe encontrar las luces y las sombras del jurado de imprenta en el Perú, destacando la versatilidad de su funcionamiento, sus virtudes republicanas; pero señalando también los defectos técnicos, las opiniones adversas y las limitaciones contextuales que lo afectaron durante su prolongada vigencia.


			Sin lugar a dudas, los lectores sabrán encontrar numerosas enseñanzas en este libro sobre el jurado de imprenta en el Perú. En una época en la que los medios de comunicación han adquirido una capacidad de influencia impensada, tensionando los argumentos clásicos sobre la delicada relación entre la libertad de expresión, el derecho a la privacidad y el legítimo interés de acceder a la información pública, este libro recupera una pieza histórica esencial, casi olvidada, reconstruyendo el derrotero de una institución tan deseada como resistida, siempre polémica, pero también latente como posible instancia de solución participativa de los conflictos originados en tan sagrados derechos.


			Alejandro Agüero


			Universidad Nacional de Córdoba, Argentina


		




		

			Introducción


			Pocas instituciones jurídicas en su tiempo han merecido tan encendidos debates en el Perú como la del jurado. El matrimonio civil y el divorcio vincular, entre otras, desfilan a su lado como tópicos de la discusión jurídica en la historia del país. Sin embargo, una vez acogidos podría decirse que el furor que los acompañaba rápidamente se extinguía. El debate sobre el jurado, que encarna la participación popular en la administración de justicia, por el contrario, no ha cesado. Se trata de un interesante caso de persistencia.


			Se echan de menos, no obstante, estudios que traten sobre el jurado en el Perú. Ni sobre el jurado de imprenta que existió y, sobre el cual trata este libro, ni acerca del intenso debate en torno el jurado criminal que, reconocido en las primeras constituciones, no llegó a implementarse en la práctica de los tribunales. Los juristas preocupados en el corto plazo que tienen a la vista no se interesaron y quizás ni estaban enterados de su vitalidad; los historiadores, a su vez, probablemente ante los aspectos jurídicos que requerían abordarse, padecían una especie de intimidación técnica. Ni siquiera la temprana tesis de Ella Dunbar Temple cubriría ese vacío (Temple, 1938)1. Resultaba, pues, imperioso rescatar a esta institución del pasado con los instrumentos mixtos de la historia del Derecho y, más exactamente, de la historia constitucional.


			El jurado de imprenta sí cobró carta de ciudadanía entre nosotros. En Inglaterra, hacia el año 1792, con la expedición de la Libel Act2, promovida por Charles James Fox, se otorgaba prerrogativas a un jurado popular para decidir mediante veredicto la culpabilidad. España recogería la figura, hacia el año 1820, en el trienio liberal y de allí se trasplantaría a Hispanoamérica. El Perú lo adoptó y estuvo vigente precariamente durante más de un siglo. Precisamente, en el presente libro nos ocuparemos de esta institución jurídica. El estudio del jurado criminal queda reservado para un libro distinto. Contra lo que se supone, abundaron en el país los procesos de abuso de imprenta, lo cual contrasta con la sorprendente ausencia de estudios en torno a su funcionamiento.


			Intentamos demostrar que el jurado de imprenta tuvo una presencia notoria y, a veces, dramática en la historia del país. La libertad de imprenta se halla al centro de su reconocimiento en los albores de la República. Esta temprana aceptación quería evitar una judicatura profesional que podía caer en la tentación del rigorismo en las penas. Se consideraba más conveniente que fuera el pueblo (o, por lo menos un sector de él, los notables de la ciudad) el llamado a administrar justicia en esta materia. Al fin y al cabo, era el mejor termómetro social para decidir qué era ofensivo y qué no. Una cierta vocación democrática alienta su afirmación. No obstante, se trató también de una justicia que concernía esencialmente a ciertos sectores de la población. Si bien en los casos asoma un personaje que se jacta de ser «verdulero y chinganero», también despuntan personajes de clase media, quienes disputan por el honor militar, o terratenientes que pugnan entre sí, algunos ilustrados como el vocal Alejandro Cano de Puno, otros no tanto. Algunos de estos procesos concernían a políticos de fuste como Bernardo O’Higgins, Andrés de Santa Cruz, Nicolás de Piérola, el senador Rafael Villanueva, el prefecto y el subprefecto del Cusco, el teniente gobernador de Chota o escritores influyentes como Ricardo Palma, Manuel Atanasio Fuentes, o en ciernes, como Enrique López Albujar.


			La presencia de hacendados, comerciantes, profesionales, sacerdotes o simplemente de personas de cierto prestigio social en la comunidad y, a su vez, la ausencia clamorosa de elementos de extracción popular define claramente al jurado como una justicia de élite. Recorre, sin embargo, todo el territorio nacional, por lo que este trabajo ofrece un rico material para quien examine la dinámica de ese segmento de la población.


			Las denuncias generalmente no se detienen en una narración detallada y estructurada de los hechos. Las imputaciones no vinculaban necesariamente hecho, persona y norma como acontece en términos contemporáneos. Se denunciaba más al libelo antes que al individuo que lo suscribió. Algunos empleaban firmas anónimas y hasta falsas, como ocurre hoy en las redes sociales. La misma calificación jurídica suele ser ambigua. ¿Acaso la condición de legos de las partes explica esta precariedad? Es posible. Sin embargo, parece que fuera un rasgo del sistema de justicia en sí mismo, derivado no solo de la escasez de abogados, sino de la índole de la cultura jurídica misma. Simplicidad que muchas veces se inspiraba en prejuicios, rivalidades y conjeturas.


			Del mismo modo que los testigos, la declaración del jurado solía ser más intuitiva que deductiva. No se encuentra en los expedientes analizados fundamento o motivación del veredicto. Precisamente, la ausencia de motivación será una de las principales críticas que los antijuradistas invocaban. Las únicas expresiones que se observan consisten en «ha lugar a formación de causa» o «no ha lugar», seguidas de las siete firmas de los miembros del jurado. Los fundamentos deben ser deducidos implícitamente con la sola lógica y razonabilidad del caso. Esta falta de motivación se conectaba con el artículo 47 de la ley de imprenta que prescribía: «El alcalde se retirará inmediatamente, y los jueces de hecho examinarán la materia, declararán ha lugar, o no a la formación de causa, sin poder usar otra fórmula». El mandato fue entendido literalmente mientras el jurado de imprenta estuvo en vigencia. Si bien, la motivación era una labor propia del juez de derecho, se debe tomar en cuenta que, solo por la declaración de «haber lugar a formación de causa», el denunciado podía ser apresado. Vemos un adelantamiento del poder punitivo con solo dicha declaración. Habría sido deseable que el empleo de este formato rígido fuese residual. El problema descansaba en que con ello se atentaba con la construcción de una sentencia motivada, que ya era una exigencia constitucional desde la Carta vitalicia de 1826. En todo caso, a pesar de los cuestionamientos, la ley del 3 noviembre de 1823 se mantuvo vigente con el mismo formato desde su nacimiento hasta su derogatoria.


			El artículo 57 contenía una norma, en verdad, draconiana, cuya consecuencia era la privación de libertad: «Si la declaración de —ha lugar a la formación de causa— fuere de un impreso denunciado con notas, que según la ley deban ser castigados sus autores con pena aflictiva, el juez mandará prender al responsable». El caso Telémaco Orihuela es un patente ejemplo de ello. El abogado denunció a la autoridad política del Cusco, Julio Jiménez, por delitos de corrupción. El prefecto agraviado, a su vez, denunció el escrito de Orihuela calificado de libelo infamatorio de tercer grado. Correspondía cuanto mucho un mes de prisión; sin embargo, con la sola declaración de «ha lugar a formación de causa», el abogado cusqueño estuvo preso más de un año. A lo largo de ese tiempo, se practicaron numerosas diligencias que debió afrontar el acusado en calidad de detenido. Más adelante, en un acto que habla bien de la institución, acabó absuelto por el jurado. Orihuela, no obstante, purgó una pena doce veces mayor de la previsión legislativa que le correspondía si hubiera sido condenado. Los jueces ordinarios estaban bajo la férula del poder político (Defensa del doctor don Telémaco Orihuela ante el Jurado de Imprenta […], 1982, p. 58) .


			En cuanto al jurado de fallo, la situación no era diferente. Tampoco existía motivación en la sentencia puesto que se limitaba a declarar «absuelto» sin más. La ley se había encargado de limitar cualquier forma de intervención en esta etapa. No solo impedía la intervención de los jurados, sino del propio juez de derecho. Tanto si se absolvía cuanto si se condenaba había formatos que seguir con el sacrificio de fundamentos de motivación. Tanto jurados como jueces profesionales asumieron estos formatos impuestos. Y cómo no hacerlo, si había una norma amenazante que ataba al juez. En efecto, el artículo 73 prescribía: «Todo acto contrario a esta disposición, será castigado como crimen de detención o procedimiento arbitrario».


			En cuanto a la naturaleza política o común de los delitos previstos en la ley de imprenta, puede decirse que su contenido es mixto. No solo se regulaban delitos políticos, sino también delitos comunes vinculados principalmente con el honor o la honra de los individuos. Así, líbelos infamatorios, calumnias, injurias y escritos obscenos representaban, según análisis empírico, el 85% del total. Se trata de casos en los que un ciudadano denunciaba a otro y que carecían de un contenido político como, por ejemplo, asuntos domésticos o pleitos entre particulares. Los delitos de naturaleza política —a saber, sedición, subversión, incitación a la desobediencia— apenas alcanzan el 6% del total de casos. Distinto fue el caso de la ley del 8 de noviembre de 1823, pensada para los parlamentarios. Típica expresión de un régimen especial para delitos políticos.


			En el jurado de imprenta, el pueblo no reemplaza al juez, sino al fiscal, precisamente porque es el requisito que se exige para que prospere una denuncia. Sin embargo, posteriormente, el jurado hace las veces del juez. Curiosa institución que se podría llamar doble o dúplice: el gran jurado sustituye al fiscal, como el jurado al juez.


			El surgimiento del jurado de imprenta, en noviembre de 1823, supuso el establecimiento de un nuevo tipo de justicia en el Perú. La justicia señorial cedía frente al principio democrático. Parecía una buena señal propia de los tiempos. No obstante, si bien hundía sus raíces en fundamentos democráticos, cabe preguntarse si no introducía un elemento perturbador en la trama política, en especial cuando debían juzgarse delitos cometidos a través de la imprenta por agentes sociales que militaban en grupos contrarios. De pronto, asomaba como un tipo de justicia parcializada y al servicio de un determinado caudillo o grupo de poder. La ley parecía más pensada en perseguir a los infractores que en garantizar la libertad de imprenta, reciente adquisición ilustrada. A pesar que el jurado de imprenta asoma, entre nosotros, como típica institución republicana, la huella del antiguo régimen dejó su marca en la legislación. Así, la condena, que estipulaba el artículo 19 de la ley del 12 de noviembre de 1823, a autores y editores que publiquen impresos obscenos, para que durante cuatro meses sepulte cadáveres en el camposanto, no solo es tremebunda, sino también vejatoria.


			El jurado de imprenta fuertemente politizado no solo resultó, muchas veces, un instrumento de represalia, intimidación y venganza. En el marco de la construcción de un orden republicano defectuoso e insuficiente, también puede arropar a los parciales y asegurarles impunidad. En otros casos, sencillamente, como una suerte de epicentro y manifestación de una sensibilidad colectiva, decidirá casos con criterios de imparcialidad. González Prada estaba convencido que la ley de imprenta buscaba limitar la libertad de imprenta y pensamiento: «Por aberración inaudita, vivimos hoy bajo la ley de imprenta promulgada en 1823, allá cuando el Perú era una especie de antropoide que no había concluido de amputarse la cola monárquica» (2004, p. 49). En otro pasaje, el librepensador arremetía: «¿Por qué tanto miedo entonces a la libertad de imprenta y a la propaganda irreligiosa? ¿Temen acaso los buenos creyentes que con el simple artículo de un hereje la divina providencia varíe de convicción y cese de continuar el milagro?» (2004, p. 59).


			Este libro contiene cuatro capítulos. El primero, de carácter preliminar, trata de la imprenta y la censura. El segundo estudia la legislación sobre el jurado de imprenta. El tercero versa sobre el funcionamiento del jurado de imprenta en Lima y el cuarto reconstruye la dinámica de esta institución en las provincias.


			Justicia profana: el jurado de imprenta en el Perú se redactó en circunstancias muy difíciles. el embate a las instituciones democráticas, como el Ministerio Público y el Tribunal Constitucional por parte de una mayoría del Congreso, pero una ofensiva también a la libertad de expresión, ya contra periodistas como Rafo León, ya contra medios por la publicidad estatal. En ese sentido, el libro adquiere una vivaz actualidad. 


			Debo agradecer a Nora Lorenzo Quilla, a la señora Luz Elena Sánchez Pellissier, al señor Juan Gutiérrez Tineo y al señor Alejandro Parianco Barrientos.


			


			

				

					1	La tesis de Temple se concentraba en el jurado criminal y no abordaba el jurado de imprenta. Véase también la reciente edición digital publicada por el Centro de Estudios Constitucionales del Tribunal Constitucional en 2017, disponible en: <http://www.tc.gob.pe/tc/public/cec/publicaciones>.


				


				

					2	Disponible en: <http://www.legislation.gov.uk/apgb/Geo3/32/60> (consultado el 16 de setiembre de 2017).


				


			


		




		

			Capítulo 1
La imprenta y la censura


			«Los quiero libres y sin restricciones de ninguna especie, porque sentiría mucho que, si naciera un nuevo Galileo, viniera a censurar sus escritos un fraile dominico».


			François-René de Chateaubriand


			«Si un libro fuera peligroso se le debe refutar. Quemar un libro es reconocer que se carece de razones para responderle».


			Voltaire, Idées républicaines


			«La libertad de imprenta debe tener por divisa un pueblo con el lema de: “El que con esto se frota, con esto se pica”».


			La Prensa Libre. Diario político y literario


			«El amordazamiento de la prensa aparece como precursora de todos nuestros grandes cataclismos».


			Francisco García Irigoyen 


			«Allí donde existe verdadera libertad de imprenta, la tiranía no puede ejercer su dominio».


			Federico Ricketts


			1.	La censura eclesiástica y laica


			Hacia 1450, irrumpía la imprenta, ese gran invento renacentista de Johannes Gutenberg, que haría posible reproducir mecánicamente los impresos, merced a la aplicación de tinta sobre unas piezas metálicas o «tipos móviles» que transferían textos e imágenes por presión sobre el papel y que propiciaría, desde Maguncia a toda Europa y al Nuevo Mundo, próximo a descubrirse, una rápida circulación de ideas y de conocimiento (Smiles, 1997). Se trataría de una verdadera revolución en el plano tecnológico y cultural, así como un franco comienzo del mundo moderno (Eisenstein, 1989 y 2005). Con la aparición de la imprenta, surgió también el temor de que las ideas fluyeran con mayor dinamismo. La Iglesia, pero también los gobiernos, concibieron entonces un sistema que tuviera al gran invento de Gutenberg, que transformó al mundo y al conocimiento, bajo su estricto control, lo que incluía, paradójicamente, hasta las Santas Escrituras3. Editar libros entonces no sería un espacio de libertad sino, más bien, el reino del privilegio (Martínez de Bujanda, 1984). 


			En 1486, en Roma, apareció el libro de Pico della Mirandola (1995), Conclusiones Philosophicae, Cabalisticae et Theologicae. Las «900 tesis», como popularmente se las conocía, recogían diversas fuentes doctrinarias árabes, latinas, cristianas, paganas, aristotélicas, platónicas, escolásticas, esotéricas y hebreas. Pico hacía honor filosófico a su título nobiliario: Conde de la Concordia. Iba precedido de una celebrada introducción, una suerte de manifiesto del humanismo, titulada «Discurso sobre la dignidad del hombre», en el que se formulaban los tres ideales renancentistas: el inalienable derecho a la discrepancia, el respeto por la diversidad religiosa y cultural y el derecho al enriquecimiento de la vida a partir de la diferencia y la pluralidad (Arnau, 2017). No obstante que Pico procuraba una síntesis a través de la fe cristiana, su libro, divulgado bajo el sistema de la imprenta moderna, sería el detonante para que al año siguiente, el 17 de noviembre de 1487, el papa Inocencio VIII suspenda primero todo debate sobre la obra e instale una comisión para verificar la ortodoxia de las tesis de Pico. Trece de ellas (en verdad no muchas) resultaron condenadas por heréticas (Hersant, 2007). Para defenderse, hacia 1489, el Conde de la Concordia publica una Apologia. Concordiae comitiis4. No tiene éxito y fuga a Francia, donde es detenido. Regresa a Italia con el apoyo de su protector Lorenzo de Medici. Pronto, el papa Alejandro VI lo absolvió in totus de cualquier acusación de herejía (Sartori, 2017). 


			En 1501, Alejandro VI, mediante la bula Inter multiplices, dispuso el examen de los impresos sospechosos de encerrar errores y doctrinas perniciosas contra el credo católico (cfr. García Cuadrado, 1996, p. 136). De no haber sido expurgados o contuviesen asuntos contrarios a la fe religiosa, los impresos debían ser perseguidos y eliminados. Recalca: «Tales libros han de hacerse quemar, y para que nadie se atreva a leerlos o a retenerlos, hágase saber a todos que hacer tal cosa está asimismo prohibido con las mismas censuras y penas» (García Cuadrado, 1996, p. 136). El avance de la censura eclesial apenas empezaba. En efecto, durante el Concilio de Letrán, orientado a fortalecer la posición del papado contra la postura conciliarista, el papa León X estipuló, en la bula Inter solicitudines de 1515, que los libros se publicaran obligatoriamente previa inspección de la censura eclesiástica. Prohibía las obras traducidas del griego, hebreo, árabe y del caldeo al latín como lenguas profanas, si albergaban errores de fe, dogma, fueran perniciosos, así como libelos difamatorios contra personas de alto rango (Bulla super impressione librorum lecta in X. sessione S. Conc. Later, 1515). Se extendió entonces el uso de la locución latina Nihil obstat quominus imprimatur (luego abreviada a Nihil obstat), que significaba que el impreso no tenía impedimento u obstáculo para su publicación. La frase podía reemplazarse por un simple Imprimatur. La Iglesia católica consignaba la expresión (Frajese, 2014, pp. 14-19). No solo sería la Iglesia: la propia Universidad de París concedió a sus doctores la competencia de la censura durante 200 años (Minois, 1995). 


			Pío IV, en 1564, a petición del Concilio de Trento, crearía el Index Librorum Prohibitorum (catálogo de obras tildadas de perniciosas para la fe). En el famoso índice, se incluirían Maquiavelo, Lutero, Erasmo, el humanista suizo Conrad von Gesner, el astrónomo Copérnico por su teoría heliocéntrica; el sabio Galileo, censurado por católicos y protestantes; y Giordano Bruno, quemado vivo hacia 1600, acusado de neoplatonismo (Index librorvm prohitorvm […], 1564, pp. 61, 68, 40 y 29; cfr. también Black, 2013, pp. 339-355; y Benavent, 2004, pp. 106-107). El Index contenía un procedimiento para la prohibición. Los libros considerados heréticos en materia religiosa se prohibían del todo; los que no trataban de ella, se examinaban y aprobaban por teólogos píos y doctos.


			La Iglesia diseminó, en realidad, un genuino furor theologicus (Zweig, 2008, p. 16). No era solo la censura un asunto que se definía dentro de la jerarquía eclesial, sino que era acogido por amplias capas de la población. Las «masas de prohibición», como las llama Elías Canetti, imponen y renuevan la censura (Canetti, 2016, pp. 122-125). A su turno, la monumental Encyclopédie francesa de Diderot y D’Alembert fue censurada por el papa Clemente XIII y fue incluida en su Index librorum prohibitorum (Burke, 2002; Aldridge, 2015, p. 266). La última edición del Index se imprimió en 1948, pero sería solo el Pablo VI quien lo suprimiría el 8 de febrero de 1965 (Ros, 2005, p. 82).


			2.	La censura en Indias 


			En 1921, el letrado cusqueño César Antonio Ugarte5, en un estudio sobre la libertad de imprenta, comentaba que, de la misma manera que la política económica, la metrópoli quiso «subordinar en lo absoluto el desenvolvimiento intelectual de las colonias». El régimen, anota Ugarte, abarcaba tres aspectos: la importación, la publicación y la tenencia de libros. La censura concernía a cualquier obra o impreso sospechoso de desprestigiar u ofender a la religión católica o que atacase al régimen político imperante. En 1506, siempre según recuerda el estudioso cusqueño, el rey Fernando el Católico dictó una ordenanza por la cual «no se consienta vender libros profanos ni de vanidades ni de materia escandalosa» (Ugarte, 1921, p. 5).


			Hacia 1543, el emperador Carlos V dispuso que no se consintiera en Indias el ingreso de libros de romances profanos o fabulosos: «Porque de llevarle a las Indias libros de romance que traten de materias profanas y fabulosas historias fingidas se siguen muchos inconvenientes. Mandamos a los virreyes, que no los consientan imprimir, vender, tener, ni llevar a sus distritos, y provean, que ningún español, ni indio los lea» (De León Pinelo & De Solórzano, 1774, p. 124).


			A poco de acceder al trono de España, Felipe II dicta, en 1558, la pragmática conocida como Nueva orden que se ha de observar en la impresión de libros; y diligencias que deben practicar los libreros y justicias, documento que centralizaba la censura en el Consejo Real y proscribía la introducción de libros sin licencia bajo pena de destierro, confiscación o muerte (Novísima recopilación de las Leyes de España, 1992, p. 123). Dos años antes, en 1556, el monarca había ordenado que los prelados, oficiales reales, reconozcan y recojan los libros prohibidos conforme a los expurgatorios de la Santa Inquisición (Novísima recopilación de las Leyes de España, 1992, Ley VII, p. 124). Ya en 1584, Felipe II dispone que «cuando se hiciere algún arte, o vocabulario de la lengua de los indios, no se publique, ni se imprima, ni use de él, si no estuviere primero examinado por el Ordinario, y visto por la Real Audiencia del distrito» (Novísima recopilación de las Leyes de España, 1992, Ley III, p. 123).


			Hacia 1609, Felipe III reiteraría el mandato de recoger los libros de herejes e impedir su comunicación (Novísima recopilación de las Leyes de España, 1992, Ley XIIII, p. 125). Su sucesor, Felipe IV, en 1641, emite una Real Cédula que supeditaba la impresión de todo libro alusivo a la historia del Nuevo Mundo a la autorización del Consejo de Indias (Ugarte, 1921, p. 5). La restricción no tardó en ser ampliada. Así, en 1647, el monarca ordena que todo libro impreso en el Nuevo Mundo sea remitido al Consejo de Indias con la instrucción dirigida a virreyes y presidentes de que «no concedan licencias para imprimir libros en sus distritos y jurisdicciones de cualquier materia, o calidad que sea sin proceder la censura» (Ugarte, 1921, p. 5).


			En el virreinato del Perú, desde 1754, año en que entra en Lima el Índice expurgatorio de 1747, la entidad encargada de censurar y tramitar las denuncias era el Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición. Como se sabe, el Tribunal operó hasta 1820, cuando se suprime de manera definitiva (cfr. Guibovich Pérez, 2013, pp. 13-14). Recordemos que, en ese entonces, Manuel Lorenzo de Vidaurre resultó procesado por leer obras heterodoxas como El espíritu de las leyes de Monstesquieu, el Discurso sobre las ciencias y las artes de Rousseau, Les admirables secrets de Albert le Grand o La Henriada de Voltaire. El inquieto Vidaurre fue condenado por el Santo Oficio a un año de asistencia a prácticas devotas y al pago de una multa (Guibovich Pérez, 2013, pp. 120-135).


			La censura eclesial y política seguía incólume en las posesiones de ultramar aun cuando advenían tiempos de renovación. En 1799, cuando ya se había instaurado el nuevo régimen en Francia y la Unión Americana había logrado su independencia, Ambrosio O’Higgins, virrey del Perú, prohíbe la lectura de periódicos extranjeros —vale decir, no españoles— que habían sido introducidos «de diversas partes de Europa, y aun de los establecimientos enemigos de América». Esos impresos, adujo la administración virreinal, contenían «relaciones odiosas de insurrecciones, revoluciones y trastornos de los gobiernos establecidos, y admitidos generalmente, exponen hechos falsos e injuriosos a la nación española y a su sabio y justo Gobierno»6.


			Ya en las postrimerías del dominio colonial, el 16 de octubre de 1810, el virrey Abascal dispuso «que en los periódicos de Indias no inserten las extranjeras, ni otros papeles que no estén autorizados en bastante forma por el Gobierno, celando que no se introduzcan los sediciosos de nuestros enemigos» (Medina, 1904, p. 93). Estas medidas, sin embargo, no detendrían el declive del imperio ultramarino, tanto por el avance de las ideas libertarias en las Américas, cuanto por las propias contradicciones que afligían a la metrópolis.


			3.	La lucha por la libertad de imprenta


			En Inglaterra, en la época de Carlos I, mediante un decreto del 11 de julio de 1637, se prohibiría la impresión en el reino y en sus dominios de cualquier libro o folleto sedicioso, cismático u ofensivo (England & Wales, 1637). La infracción de dicha norma conllevaba «multa, encarcelamiento o castigo corporal» (England & Wales, 1637). Los denunciados serían llevados ante el Arzobispo de Canterbury o el Obispo de Londres para que ser sancionados por la temida Star Chamber (Curia Regis o Corte del Rey, integrada tanto por miembros del Consejo Real como por jueces profesionales, cuyos procedimientos eran inquisitivos y no se regían por el Common Law) (Baker, 1994, pp. 136-137)7. Cuando se aprobó el Habeas Corpus Act, estupendo logro democrático favorable a la libertad, hacia el año 1640, la Star Chamber desaparecería después de dos siglos de polémica existencia (cfr. Tortarolo, 2016, p. 21)8.


			Durante el fragor de la guerra civil entre el Parlamento Largo y Carlos I, la prerrogativa real y eclesiástica de censurar libros y folletos a través de la ordenanza de imprenta de 1643 pasó a manos del Parlamento, como una herramienta de control político y de combate religioso (Tortarolo, 2016, p. 16). La censura previa se aplicaba ya porque fuesen sediciosos, traicioneros o porque carecían de licencia de publicación (Firth & Rait, 1911). En este contexto, el poeta John Milton, quien tras la ejecución del rey se convertiría en ministro de Oliver Cromwell (defensor de la libertad de conciencia, aunque paradójicamente persiguiera a los católicos), acababa de publicar un texto urticante: The doctrine & discipline of divorce (1644). El libro de Milton, que carecía de la licencia correspondiente, fue denunciado, conforme a los términos de la ordenanza, ante la Cámara de los Comunes (Green & Karolides, 2005, p. 18). 


			Milton, en respuesta, redactaría un manifiesto titulado Areopagítica, el cual marcó un antes y un después en materia de libertad de expresión (Milton, 1932[1644], p. 90). Estimaba el poeta que la libertad era «nutricia de todos los grandes ingenios» y resultaba preciso liberarla de las restricciones que la atenazaban» (1932[1644], p.89). Defendía con ardor «la libertad de saber, de hablar y de argüir libremente según mi conciencia, por encima de todas las libertades» (1932[1644], p. 90). Desde el título, derivado del Areopagus, gloria de las instituciones democráticas atenienses, Milton revelaba su espíritu contrario a la censura previa (Green & Karolides, 2005, p. 18). El manifiesto miltoniano es una obra seminal en cuestiones de libertad de imprenta. Su efecto, sin embargo, se advertirá solo medio siglo más tarde9. En efecto, en 1695, Inglaterra se convertiría en el primer país europeo en abolir la censura preventiva de la prensa (Goldstein, 1989, pp. 40, 113)10.


			John Milton acepta, como se admite en nuestros días, un control posterior por medio del procesamiento en sede penal de conductas abusivas de la libertad de imprenta. En este escenario, el jurado, que participaba en el juzgamiento de los delitos de imprenta, solo podía calificar un hecho, tal como lo hace un testigo al identificar al acusado y al describir sus actos. No le correspondía dictaminar si el escrito era delictuoso (Sansonetti, 1952, p. 896). Esa labor recaía en un juez regular y no será sino hasta 1792 cuando la competencia judicial es abolida mediante la Libel Act. Con este instrumento legal se otorgaba prerrogativas a un jurado popular para decidir si el escrito denunciado era o no delictuoso (Sansonetti, 1952, p. 897).


			The Libel Act, de 1792 —introducida en la Cámara de los Comunes por Charles James Fox—, mermaba el poder que hasta entonces había ejercido el gobierno y lo entregaba al jurado. El poder de controlar la libertad de imprenta, sea por un medio preventivo (censura previa) o represivo, que hasta ese momento recaía en un ente gubernamental, era confiado ahora a un jurado popular. La Libel Act prescribía: «Para eliminar las dudas sobre las funciones de los jurados en caso de calumnias […] Que en cada juicio, el jurado pueda dar un veredicto general de culpable o no culpable»11. De allí la importancia que adquirirá el jurado en defensa de la libertad de imprenta. Al estar encargado de decidir qué era o que no era abusivo de la libertad de imprenta, el jurado ejercía un control ex post de dicha libertad. La censura previa había sido abolida, pero persistía un sistema represivo posterior. A juicio de Sansonetti, con The Libel Act el Estado amainó su persecución contra la prensa y puso un «dique a la parcialidad de los jueces»; en una frase rotunda, asegura: «Puede decirse que la verdadera fecha en que empieza la libertad de la prensa en Inglaterra es en la del mencionado año de 1792» (Sansonetti, 1952, p. 897).


			En España, hacia 1808, el Estatuto de Bayona prescribía, en su artículo 106: «En las primeras Cortes se tratará de si se establecerá o no el proceso por jurados». Se abría la «posibilidad» de establecer juicios por jurado en España; pero aún no existía una declaración expresa. Dos años después, en las Cortes de Cádiz, se decretaría, el 10 de noviembre de 1810, la libertad política de la imprenta. Con ello se suprimía la censura previa: «Todos los cuerpos y personas particulares, de cualquiera condición y estado que sean, tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anteriores a la publicación, bajo las restricciones y responsabilidades que se expresarán en el presente decreto» (Cortes de Cádiz, 1811, p. 14). Sin embargo, aún no se había establecido el sistema de jurados para su defensa.


			La Constitución de Cádiz de 1812 (reintroducida en 1820), en el artículo 131, ordenaba a las Cortes: «Proteger la libertad política de la imprenta» (Constitución política de la monarquía española, 1836, p. 42). Dejaba en manos de las cortes la decisión de establecer o no los jurados. En el artículo 307, se estipulaba que: «Si con el tiempo creyeren las Cortes que conviene haya distinción entre los jueces del hecho y del derecho, la establecerán en la forma que juzguen conducente» (Constitución política de la monarquía española, 1836, p. 86). Con lo que no se tenía aún una declaración expresa, ya que la Comisión de Constitución, al presentar el proyecto ante las Cortes, estimó que, si bien el jurado era una institución «saludable y liberal», consideraba que sería precipitada su aceptación en tiempos de convulsión política (Constitución política de la monarquía española, 1820, p. 88). En ese sentido, la Comisión de Constitución consideró prudentemente que no quería alentar una «discusión prematura o acaso impertinente» al introducir el jurado. Solo el «progreso natural de las luces» y la práctica de la demostración y el convencimiento llevarían a su implantación (Constitución política de la monarquía española, 1820, p. 89). Así pues, la Comisión de Constitución dejó en manos de las cortes el devenir de esta institución, que no dudaba en calificar de «admirable» (Constitución política de la monarquía española, 1820, p. 88).


			Sería en el gobierno de Fernando VII, durante el efímero trienio liberal, cuando se establecerán en España los jurados para delitos de imprenta, a través de la ley de imprenta promulgada el 20 de octubre de 1820. Esta norma se inspiró en el sistema inglés; vale decir, un jurado de imprenta con la atribución de declarar un veredicto de culpabilidad. La influencia británica, en ese sentido, resulta irrecusable, pues se la juzgaba como «modelo» y «prototipo» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, p. 26). Ante las Cortes, Flórez Estrada opinaba que su adopción por España «haría honor a la misma Inglaterra» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, pp. 13 y 27). Era clara la influencia de la Libel Act de 1792, tanto que constantemente, en las sesiones de las Cortes, se hablaba de la importancia que Charles James Fox había tenido en la defensa de la libertad de imprenta. Así, se dijo en la sesión del 26 de setiembre de 1820 que el jurado:


			[…] hasta la época de Fox no tenía más atribución que la de decidir si tal o tal persona era el autor del papel […]. En tiempos de Fox se estableció el jurado en los términos que se halla en el día; encontró mucha oposición en la magistratura; pero las Cámaras decidieron la cuestión, y desde entonces es cuando sé que en Inglaterra está asegurada la libertad de imprenta» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, pp. 46-47 [sesión de la noche del 3 de octubre]). 


			Libertad de imprenta y jurado conformaban dos elementos necesariamente imbricados. Aseguraba así Flórez Estrada: «Por lo que a mi toca, mientras no tengamos jurados consideraré a mi patria sin verdadera libertad» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, p. 27 [sesión extraordinaria de la noche del 26 de setiembre]). Y agregaba que la implantación de los jurados «debe contribuir a asegurar en lo sucesivo la libertad de la imprenta» y que «mientras no los tengamos, esta no pasará de una vana jactancia sujeta a la arbitrariedad del poder judicial, más temible aún en España que el despotismo que hasta la presente época han ejercido nuestros monarcas durante tres siglos» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, p. 25). A su vez, el diputado Martínez de la Rosa, miembro de la comisión encargada de elaborar el proyecto de la ley de imprenta, subrayaría esa imbricación: «El solo establecimiento de jurados ha bastado para conservar en Inglaterra por espacio de un siglo, la libertad de imprenta» (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, p. 18 [sesión de la noche del 15 de setiembre])12. Ante tan singulares ventajas, los comisionados no vacilaron entonces en fiar al jurado la decisión de estos juicios (Diario de las actas y discusiones de las Cortes, t. VII, 1820, p. 18).


			Así, al promulgarse la ley de imprenta de 1820, el jurado podía emitir un veredicto de culpabilidad o, en su caso, absolver, limitándose el juez únicamente a imponer la pena prevista y proceder a su ejecución (Colección de los decretos y órdenes generales de la primera legislatura de las Cortes ordinarias de 1820 y 1821 […], 1821, t. VI, pp. 236-243). La ley española de 1820 fue copiada casi literalmente por diversos países, incluidos el Perú (en 1823) y México, cuya primera ley sobre la materia fue dictada el 14 de octubre de 1828 (Dublan & Lozano, 1876, p. 81). Lo mismo sucederá en Colombia, donde se promulgaría en 1821 la llamada «Ley de extensión de la libertad de imprenta, y sobre la calificación y castigo de sus abusos» (Codificación nacional de todas las leyes de Colombia desde el año de 1821 […], 1924, pp. 39-47). La importancia de todo ello radica en que, por extensión, también se adoptó el sistema de la Libel Act de 1792, según el cual el jurado para delitos de imprenta tenía la atribución de declarar un veredicto general de culpabilidad o absolución. Con ello, es el jurado el que se convierte en el encargado de controlar el ejercicio de la libertad de imprenta13.


			Por su parte, las cartas fundamentales también empezaron a regular al respecto. La Declaración de Virginia, en 1776, declaraba la libertad de imprenta como «uno de los grandes baluartes de la libertad y no puede ser restringida sino por gobiernos despóticos» (Dippel, 2009, pp. 81-82); la Constitución de Pennsylvania, de 1776, reconocía al pueblo, en su artículo XII, el derecho a «la libertad de expresión y de escritura, y de publicar sus sentimientos; por lo tanto, la libertad de prensa no debe ser restringida» (Dippel, 2007, parte V, pp. 319-348); la Constitución de Maryland, del mismo año, establecía que «la libertad de prensa debe preservarse inviolablemente» (Dippel, 2007, parte III, pp. 239-244); mientras que la Constitución de Carolina del Norte recogía el precepto de que la «libertad de prensa es uno de los grandes baluartes de la libertad, y por lo tanto nunca debe ser contenida» (Dippel, 2007, parte V, 
pp. 157-160). La Constitución de Georgia de 1777 dispuso «libertad de prensa y juicio por jurado para permanecer inviolable para siempre» (Dippel, 2006, pp. 13-22); en tanto que la carta de Vermont de 1777 establecía, en sus artículos XIV y XV, que «el pueblo tiene derecho a la libertad de expresión, y a escribir y publicar sus sentimientos; por lo tanto, la libertad de prensa no debe ser restringida. La libertad de prensa es uno de los grandes baluartes de la libertad, y por lo tanto nunca debe ser contenida» (Dippel, 2009, pp. 9-21).


			En suelo peruano, las Bases de la Constitución de 1822, en el apartado 2 del artículo 9, puntualizaban que la Constitución debe proteger la libertad de imprenta. La carta peruana de 1823, a su vez, consagró la libertad de imprenta en su artículo 193. La Constitución vitalicia de 1826 declaraba, por su parte: «Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos por medio de la imprenta sin censura previa; pero bajo la responsabilidad que la ley determine». En forma similar lo estipularía la constitución madre de Luna Pizarro de 1828, en cuyo artículo 153 consignaba que todos pueden comunicar sus pensamientos y publicarlos por medio de la imprenta sin censura previa. A su vez, el artículo 147 de la Constitución de 1834 reproducía el mismo tenor. Por otro lado, la constitución conservadora de 1839 manifestaba: «Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra; o por escrito, publicarlos por medio de la imprenta, sin censura previa; pero bajo la responsabilidad que determina la ley». De la misma forma, la Constitución liberal de 1856 declaraba: «Todos pueden hacer uso de la imprenta sin censura previa, bajo la responsabilidad que determine la ley». La Constitución de 1860 hace lo propio en su artículo 21: «Todos pueden hacer uso de la imprenta para publicar sus escritos sin censura previa, pero bajo la responsabilidad que determina la ley». Y se manifiesta de manera parecida el artículo 20 de la Constitución de 1867, que dicta: «Todos pueden hacer uso de la imprenta para publicar sus escritos, sin censura previa; y sin responsabilidad en asuntos de interés general» (Ramos Núñez, 2017, p. 690).


			4.	La ley española de libertad de imprenta de 1810: una nueva alborada


			«Los enemigos de la libertad de imprenta no pueden dejar de serlo de la Constitución: una y otra se guardan recíprocamente»


			(El Peruano Liberal, 1813, p. 17).


			Con el decreto español del 10 de noviembre de 1810, que establecía la libertad política de imprenta, se anunciaba la alborada de la época feliz: se eliminaban las cadenas que ataban a la opinión pública (El Peruano, 6 de setiembre de 1811, p. 1). Este entusiasmo era inocultable: «La libertad de la imprenta velando siempre en guarda de la ley, sea el conservador de los derechos del pueblo; mas no el hacha incendiaria de la discordia» (Verdadero Peruano, 1813, p. 15)14.


			El decreto de 1810 abolía la censura previa. Sin embargo, no descartó cierto control en su ejercicio, pues creaba una Junta de Censura de Lima para que cumpliera ese papel. Se iniciaba así un nuevo mecanismo de control de los impresos. En junio de 1811, en el ámbito del virreinato del Perú, se eligió a cinco de sus miembros: José Pareja y Cortés (marqués de Casa Calderón), José Vicente (obispo electo de Huamanga), Manuel Antonio de Noriega y José Toribio Rodríguez de Mendoza (rector del Convictorio de San Carlos) (Martínez Riaza, 1982, p. 112). La Junta Conservadora establecería que «los libelos infamatorios y los escritos calumniosos deben ser castigados según las leyes» (El Triunfo de la Nación,  24 de abril de 1821, p. 97).


			Un caso interesante es el planteado por Manuel Serna, responsable del Ministerio Principal de Marina del Sur ante la Junta de Censura. El funcionario colonial se siente «atrozmente ofendido» ante un artículo publicado en el número 23 del periódico Depositario, donde se acusaba al cuerpo de marina, que debía transportar a la tripulación de los buques de guerra, de embarcar y transbordar «a extranjeros de día y noche con el mayor desembarazo» (El Triunfo de la Nación, número 21, 24 de abril de 1821, p. 97). Serna denunció ante la Junta de Censura la publicación como calumniosa y exigió que se la comprenda en los alcances del artículo 4 del decreto de 1810, a fin de que pronuncie la detención y castigo a los infractores calumniosos (El Triunfo de la Nación, 24 de abril de 1821, p. 97).


			No obstante la promulgación de la libertad de imprenta y la cancelación del Tribunal del Santo Oficio, se observa cierta resistencia frente a la liberación de la imprenta. El propio virrey Abascal procesó por censura en reiteradas oportunidades al diario El Peruano (ver Martínez Riaza, 1984, pp. 149-179; Villanueva, 1989, pp. 153-164). Similar era la actitud de las entidades religiosas. El Triunfo de la Nación comentaba que, el 12 de febrero de 1821, cuando el general San Martín se hallaba ya en la costa peruana, el arzobispo de Lima prohibió la lectura de dos libros: El sistema de la naturaleza del citador y Las ruinas de Palmira (El Triunfo de la Nación, 23 de marzo de 1821)15. Hacia 1820, en la diócesis de Santander, se emitió una circular en la que se renovaban las penas de la inquisición contra los que no delaten a los lectores de los libros prohibidos (El Triunfo de la Nación, 23 de marzo de 1821, p. 54). Resulta evidente que la circular de los gobernadores se oponía tanto al decreto de las cortes del 22 de febrero de 1813 sobre abolición de la inquisición, como al decreto que establecía la libertad de imprenta y a la constitución de la monarquía. El Consejo de Estado declaró «que los referidos gobernadores de la diócesis de Santander se han excedido en sus facultades [y] que los gobernadores remitan a la secretaria de mi cargo todos los ejemplares de la circular» (El Triunfo de la Nación, 23 de marzo de 1821, p. 54).


			A pesar de la resistencia, lo cierto es que la sanción de los decretos proclives a la libertad de imprenta y, posteriormente, la Constitución de Cádiz, permitieron que emergieran en el Perú diversos periódicos, a saber, El Verdadero Peruano, El Investigador, El Peruano Liberal, El Peruano, La Gaceta de Gobierno de Lima, El Argos Constitucional, El Triunfo de la Nación, entre otros. Como es natural, los casos fueron procesados bajo los términos del decreto de 1810 y, a su turno, conforme al decreto de 1820 (Peralta Ruiz, 2005).


			5.	La ley peruana de libertad de imprenta de 18211


			En el proceso de emancipación, la propaganda ideológica a través de la imprenta resultó medular. Comentaba José Vélez Picasso: «Con la Expedición Libertadora de San Martín, la imprenta que durante todo el período virreinal estuvo radicada en Lima, se extiende por las demás poblaciones del Perú. Primero, con las prensas volantes que acompañan a los ejércitos, y después con la instalación de talleres en Cusco, Arequipa y Trujillo» (Vélez Picasso, 1950, p. 6). Las ideas libertadoras se difundían mediante proclamas y manifiestos que salían de las prensas (Vélez Picasso, 1950, pp. 4-5). Aparecieron periódicos que apoyaban la independencia, como El Boletín, El Ejército Unido Libertador del Perú, El Pacificador del Perú y, posteriormente, la Gaceta del Gobierno de Lima Independiente. Incluso, el primer gabinete de gobierno instaurado por San Martín estaba conformado por periodistas, como Juan García del Río (quien además refrendó la ley de libertad de imprenta), Bernardo de Monteagudo e Hipólito Unanue (Vélez Picasso, 1950, p. 8).


			La ley de libertad de imprenta parecía consecuencia lógica de este contexto. Así, en el Estatuto Provisional de 1821, San Martín dispuso: «Queda sancionada la libertad de imprenta bajo las reglas que se prescribirán por separado». Además, declaró: 


			Todo ciudadano tiene igual derecho a conservar y defender su honor, su libertad, su seguridad, su propiedad y su existencia y no podrá ser privado de ninguno de estos derechos, sino por el pronunciamiento de la autoridad competente, dado conforme a las leyes. El que fuese defraudado en ellos injustamente, podrá reclamar ante el Gobierno de esta infracción, y publicar libremente por la imprenta el procedimiento que dé lugar a su queja (Colección de los reglamentos expedidos por El Protector de la libertad del Perú, 1821, sección octava, artículo 4). 


			Cinco días después, el 13 de octubre de 1821, San Martín dictaría la Ley de Libertad de Imprenta, refrendada por su ministro de gobierno, Juan García del Río. En el introito del dispositivo, se declaraba:


			Desde que se inventó el arte libertador de la imprenta, ha experimentado el orbe social una revolución benéfica; pues desarrollándose los talentos, y saliendo el genio de la oscuridad que frecuentemente le envolvía, no solo han acrecentado la civilización de los pueblos, y reformado muchos y graves abusos, sino que han influido asombrosamente en el destino mismo de las naciones y de los gobiernos. El del Perú, que nada desea tanto como la prosperidad, va a sancionar la libertad de imprenta, porque reconoce el derecho que tienen todos los hombres de pensar, de hablar y de escribir, y porque está convencido de que sin ella son perdidos los más bellos talentos para la patria, para la causa de la razón y de las luces. Mas al mismo tiempo que concede la libertad de manifestar públicamente su opinión a todo individuo, es necesario impedir su licencia, y evitar que el abuso de aquel arma la convierta, en manos del sedicioso y del perverso, en un instrumento de desorganización y de venganzas (Gaceta del Gobierno, 17 de octubre de 1821, p. 125).


			La nueva ley encargaba a los ministros fiscales la prerrogativa de entablar acusación contra los que atacaren, por medio de la imprenta, la religión y la moral pública, o que incurriesen en el crimen de sedición o traición (Gaceta del Gobierno, 17 de octubre de 1821, p. 125).


			En los demás supuestos (difamación, calumnia, injuria), la ley disponía que se nombre dieciocho individuos para conformar una Junta Conservadora de la Libertad de Imprenta. De estos, solo siete, elegidos por sorteo, formarían el tribunal que debía declarar «el hecho» y «si hay o no abuso en el escrito que motiva la reclamación». Se necesitaban tres votos para absolver, con lo que fenecía la causa. De decidirse la condena, el acusado tenía la posibilidad de solicitar que los otros siete miembros, que no habían sido jueces ni recusados, la revean. La absolución tenía carácter definitivo. Pero, de confirmarse la decisión del primer tribunal, el asunto pasaría a las justicias ordinarias para que se encarguen de aplicar las penas establecidas por la ley. El decreto sanmartiniano del 13 de octubre de 1821 se mantuvo en vigor mientras no se estableciera en el Perú un gobierno permanente (Gaceta del Gobierno, 17 de octubre de 1821, p. 126).


			La Municipalidad de Lima, simultáneamente a la promulgación de la ley, nombró a los miembros que conformarían la primera Junta Conservadora de la Libertad de Imprenta: Toribio Rodríguez de Mendoza, José Cavero y Salazar, José María Galdeano, Francisco Javier de Luna Pizarro, José Freire, Nicolás de Araníbar, Manuel Pérez de Tudela, Manuel de la Fuente Chávez, Ignacio Ortiz de Zevallos, José Faustino Sánchez Carrión, José Pezet, Antonio Padilla, Mariano Arce, Juan Raymúndez, Miguel Tafur, Gerónimo Agüero y Tomas Forcada (Gaceta del Gobierno, 17 de octubre de 1821, p. 126).


			José de San Martín y sus colaboradores también se vieron asaltados por el moralismo. Así, un decreto del 31 de octubre de 1821, dado en el Palacio Protectoral, prescribía:


			He dispuesto prohibir absolutamente sin más restricción la introducción de libros obscenos con láminas o sin ellas, y que los contraventores queden sujetos a la pena de confiscación no solo de aquellos libros que eran destruidos inmediatamente por mano del verdugo, sino también a la multa de dos mil pesos aplicables al fondo de la biblioteca nacional (Gaceta del Gobierno, 17 de octubre de 1821, p. 126). 


			La libertad de imprenta en la que pensaban San Martín y sus consejeros no era irrestricta. En efecto, el 24 de agosto de 1822 se dispuso, mediante otro decreto, que: «En todo papel que se publique por medio de la prensa, se expresará la imprenta por la que se da a luz, con el nombre del dueño o administrador de ella» (Colección de los reglamentos expedidos por El Protector de la libertad del Perú, 1821). Sucede que, para el Protector del Perú: «La libertad bien reglada de la imprenta es muy interesante a la causa pública: pero su abuso sería muy perjudicial y funesto» (Colección de los reglamentos expedidos por El Protector de la libertad del Perú, 1821). 


			No deja de ser una ironía que San Martín —quien estableció la libertad de imprenta en el Perú— sería víctima de las constantes críticas de la prensa. Las acusaciones de los extremistas republicanos que le achacaban querer convertir al Perú en una monarquía e investirse como rey, hicieron su efecto. José Agustín de la Puente y Candamo diría, de La Abeja Republicana, el periódico de José Faustino Sánchez Carrión, que fustigaba al régimen de San Martín:


			Fruto del liberalismo político y hasta del jacobinismo apasionado, encuentra en la polémica constante e incisiva su genuino campo de acción; contraria a Monteagudo y al monarquismo, enemiga de San Martín, se opone por todos los medios posibles a la difusión de sus ideas (De la Puente y Candamo, 1948, p. 50).


			A juicio de Bernardo de Monteagudo, el colaborador más cercano del Protector, las «calumnias de la ingratitud» que solo creen que hay libertad de imprenta, «cuando puede ejercitarse la detracción» precipitaron su alejamiento del país (De Monteagudo, 1823, p. 21).


			


			

				

					3	Incluso antes de la aparición de la imprenta, el papa Gelasio, en el sínodo de 494, emitió el Decretum Gelasianum, que presentó un elenco de textos que no podían ser siquiera leídos (Dobschütz, 1912, p. 4).


				


				

					4	El resultado no pudo ser peor. Informado el papa de la circulación de esta Apología, instaura un Tribunal de la Santa Inquisición que lo obliga a renunciar a sus tesis, estimadas «florecientes de herejía», «escandalosas y ofensivas para los oídos piadosos» (Valcke, 2017; Pico della Mirandola, 2010).


				


				

					5	Constitucionalista y economista, Ugarte fue discípulo y colaborador de Manuel Vicente Villarán.


				


				

					6	Archivo de Indias, Papeles de Estado, Lima, legajo 1, 88. «Dado en la plaza del Callao de Lima, a cinco de abril de mil setecientos noventa y nueve años/El Marqués de Osorno» (en Medina, 1904).


				


				

					7	Baker anota que este tribunal sancionaba los libelos con sharp sentences (1994, p. 507). Ver también Burton, 1907.


				


				

					8	«[Queda la] Corte de la Cámara Estrella y todo su poder disuelto […] todo poder de jurisdicción y autoridad que tenían o se ejercía por este tribunal o por cualquiera de los oficiales, jueces o ministros de la misma [perderán] autoridad para examinar o determinar cualquier asunto o cosa cualquiera… o para hacer, pronunciar o entregar cualquier sentencia, orden o decreto» (The Habeas Corpus Act, 1640. An Act for [the Regulating] the Privie Councell and for taking away the Court commonly called the Star Chamber).


				


				

					9	La Licensing of the Press Act, de 1622 —posterior al Act de 1643—, había expirado el 3 de mayo de 1695 y, a partir de 1696, se hicieron intentos en la Cámara de los Lores y en la Cámara de Diputados para aprobar una ley que reintrodujera el sistema de licencias para libros y periódicos; sin embargo, en ninguno de los dos casos se logró ese propósito (Tortarolo, 2016, p. 25).


				


				

					10	Durante casi 140 años, la Stationers’ Company —instaurada en 1557— tuvo poderes de búsqueda e incautación de libros a nivel nacional, operaba un sistema de licencia obligatoria de prepublicación y registro en el registro de la compañía. Cfr. McElligott, 2007, p. 193. Véase también Clegg, 2004, p. 22.
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